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La elaboración de una ley comple-
mentaria a la anual de los Presupuestos 
Generales de la Comunidad Autónoma 
reguladora de determinados aspectos 
de naturaleza tributaria que, según ha 
determinado la doctrina del Tribunal 
Constitucional e igualmente en diversos 
Dictámenes el Consejo Jurídico de la 
Región de Murcia, ha de aprobarse al 
margen de aquellas disposiciones es ya 
habitual en el ordenamiento jurídico 
regional desde la aprobación de la Ley 

Con fecha 11 de julio de 2006 tuvo 
entrada en el Consejo el escrito de la Ex-
cma. Sra. Consejera de Economía y Ha-
cienda en el que remite el Anteproyecto 
de Ley de Medidas Tributarias en materia 
de Tributos Cedidos, Tributos Propios, 
Subvenciones y Juego para el Año 2007, 
para que este Órgano emita el preceptivo 
dictamen previsto en el artículo 5.a) de 
la Ley 3/1993, de 16 de julio, por la que 
se crea el Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia.

D i c t a m e n

I. ANTECEDENTES

DICTAMEN SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE MEDIDAS TRIBUTARIAS
EN MATERIA DE TRIBUTOS CEDIDOS, TRIBUTOS PROPIOS, SUBVENCIONES 

Y JUEGO PARA EL AÑO 2007

De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 
16 de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y 
Funcionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de 
Murcia, en su sesión celebrada el día 21 de septiembre de 2006, acuerda aprobar por 
mayoría de sus miembros el siguiente
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13/1997, de 23 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Presupuestarias y Adminis-
trativas, cuyo Anteproyecto fue objeto 
del Dictamen 12/1997 por parte de este 
Consejo. Desde entonces solo en 2004 
se ha carecido de una norma de tales 
características y siempre el Consejo ha 
emitido los correspondientes Dictáme-
nes. En varios de ellos se ha expuesto 
ampliamente las razones que motivaron 
el origen de estas conocidas como “leyes 
de acompañamiento” de los Presupuestos, 
y otras cuestiones relacionadas con las 
competencias que en materia tributaria ha 
asumido estos últimos años la Comunidad 
Autónoma con motivo de los diferentes 
modelos de financiación autonómica 
que han estado vigentes, por lo que se 
remite a ellos cualquier referencia a esos 
antecedentes.

El contenido del Anteproyecto so-
metido a Dictamen comprende, por un 
lado, un conjunto de deducciones impo-
sitivas y regulaciones del procedimiento 
de gestión de tributos sobre los que la 
Comunidad Autónoma de Murcia tiene 
capacidad normativa propia o cedida se-
gún el contenido del último Acuerdo de 
fi nanciación autonómica cuya vigencia 
se inició 2002, uno de cuyos efectos fue 
la ampliación sustancial de la capacidad 
normativa de las Comunidades Autóno-
mas. Entre otras disposiciones legislativas 
que generó se encuentran la ley 21/2001, 
de 27 de diciembre, por la que se regulan 
las medidas fi scales y administrativas del 
nuevo sistema de fi nanciación de las Co-
munidades Autónomas de régimen común 
y Ciudades con Estatuto de Autonomía, 
y la Ley 23/2002, de 1 de julio, por la 
que se regula el régimen de cesión de 

tributos a la Comunidad Autónoma de 
Murcia y de fi jación del alcance y condi-
ciones de dicha cesión. Por otro lado, el 
Anteproyecto propone la modifi cación de 
materias administrativas vinculadas con 
la gestión de los Presupuestos, como la 
ley regional de las subvenciones y la del 
juego y apuestas.

En lo que concierne a los tributos 
cedidos, el Anteproyecto regula determi-
nadas deducciones en el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F.) 
y en el Impuesto de Sucesiones y Dona-
ciones, y se produce una reforma de la 
base imponible y de los tipos tributarios y 
cuotas fi jas en los tributos sobre el juego 
así como de otros aspectos relacionados 
con la gestión. 

En relación con el I.R.P.F  es el 
artículo 38.1 de la citada Ley 21/2001 
el que determina que las Comunidades 
Autónomas podrán asumir competencias 
normativas sobre la escala autonómica 
aplicable a la base liquidable general, 
manteniendo los tramos y la progresivi-
dad del Impuesto, y establecer deduccio-
nes por circunstancias personales y fami-
liares, por inversiones no empresariales 
y por aplicación de renta siempre que 
no supongan, directa o indirectamente, 
una minoración del gravamen efectivo 
de alguna o algunas categorías de renta. 
Incluye igualmente la facultad de impo-
ner límites a la deducción y de regular 
la justifi cación. La capacidad normativa 
referida a la deducción ha sido ejercida 
y la regulación que aprobó las deduc-
ciones ahora vigentes procede de la Ley 
15/2002, de 23 de diciembre, de Medidas 
Tributarias en Materia de Tributos Cedi-
dos y Tasas Regionales (año 2003), que 
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introdujo la deducción por inversión en 
vivienda habitual por jóvenes mediante la 
aplicación de una deducción dos puntos 
porcentuales superior al tipo general si 
su base liquidable no superaba ciertos 
límites, y una deducción por gastos de 
guardería para hijos menores de tres años 
también si la base liquidable del sujeto 
pasivo no rebasaba ciertas cantidades, 
y en ambos casos dentro de un importe 
máximo de deducción. Y por la Ley 
8/2004, que propuso una deducción por 
inversión en la instalación de recursos 
energéticos renovables igualmente dentro 
de ciertos límites. Aunque las “leyes de 
acompañamiento” de los años posteriores 
las han modifi cado generalmente para 
acrecentar los límites referidos o ampliar 
el colectivo potencialmente benefi ciario. 
El Anteproyecto modifi ca aspectos con-
cretos de estas deducciones en el mismo 
sentido e introduce una nueva deducción 
autonómica por inversiones en dispositi-
vos domésticos de ahorro de agua.

La competencia normativa sobre el 
Impuesto de Sucesiones y Donaciones 
está determinada en el artículo 40 de la 
Ley 21/2001, y permite reducciones de 
la base imponible, modificar la tarifa 
del impuesto, las cuantías y coefi cientes 
del patrimonio preexistente, establecer 
deducciones y bonifi caciones de la cuota 
y regular ciertos aspectos de gestión y 
liquidación.

La Comunidad Autónoma de Mur-
cia ha hecho uso de esta facultad con la 
aprobación de la Ley 8/2003, de 21 de 
noviembre, por la que se establece una 
deducción autonómica en el impuesto 
sobre sucesiones y donaciones para las 
adquisiciones “mortis causa” por descen-

dientes y adoptados menores de veintiún 
años. La deducción autonómica asciende 
al 99 por ciento de la cuota que resulte 
después de aplicar las deducciones es-
tatales y autonómicas que, en su caso, 
resulten aplicables, por lo que eliminó 
prácticamente la tributación por el citado 
impuesto a estos colectivos. Por su parte, 
la ley 8/2004 estableció una deducción 
autonómica para las adquisiciones “mor-
tis causa” para sujetos pasivos incluidos 
en el grupo II del artículo 20.2. a) de la 
Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donacio-
nes. Es decir, descendientes y adoptados 
de veintiuno o más años, cónyuges, 
ascendientes y adoptantes, deducción 
incrementada mediante la ley 9/2005. A 
su vez, el artículo 2 de la Ley 15/2002, 
de 23 de diciembre, de Medidas Tribu-
tarias en materia de Tributos Cedidos y 
Tasas Regionales (año 2003) estableció 
una reducción autonómica, mejorada 
posteriormente en la Ley 9/2005, que 
afecta a las adquisiciones “mortis causa” 
cuando incluyera el valor de una empresa 
individual o negocio profesional radicado 
en la Región de Murcia, condicionada 
a que la cifra de negocios de éstos sea 
inferior a ciertas cantidades. El Ante-
proyecto amplía las deducciones regu-
ladas hasta ahora e introduce una nueva 
para extender el régimen vigente en las 
transmisiones “mortis causa” a las “inter 
vivos” en el caso de empresas y negocios 
profesionales.

En lo que se refi ere a la tributación 
sobre el juego, su regulación es anterior 
a la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, y 
tiene su origen en el Real Decreto Ley 
16/1977, de 25 de febrero, por el que 
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se regulan los Aspectos Penales, Admi-
nistrativos y Fiscales de los Juegos de 
Suerte, Envite o Azar y Apuestas.  El An-
teproyecto modifi ca la regulación de las 
bases imponibles y los tipos tributarios y 
las cuotas fi jas, y también otros aspectos 
relacionados con la gestión.

En materia de tributos propios, la Ley 
9/2005, de 29 de diciembre, creó varios 
impuestos medioambientales: sobre el 
almacenamiento o depósito de residuos 
en la Región de Murcia, por emisiones 
de gases contaminantes a la atmósfera, 
y el impuesto sobre vertidos a las aguas 
litorales que inicialmente fue creado 
como canon mediante la Ley 8/2004. El 
Anteproyecto modifi ca cuestiones espe-
cífi cas de este último.

Es el Decreto Legislativo 1/2004, de 
9 de julio, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Tasas, Precios 
Públicos y Contribuciones Especiales, 
el que regula con carácter general tales 
tributos en la Región de Murcia, inicial-
mente aprobados mediante la Ley 7/1997. 
Como es habitual, el Anteproyecto modi-

fi ca aspectos singulares de determinadas 
tasas y propone la supresión o creación 
de otras nuevas.

Finalmente, el Anteproyecto modi-
fi ca la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, 
de Subvenciones de la Comunidad Au-
tónoma de Murcia, aprobada con motivo 
de la entrada en vigor de la estatal Ley 
38/2003, de 17 de diciembre, General 
de Subvenciones. Ésta defi nía un marco 
normativo básico aplicable a todas las 
Administraciones Pública y requería la 
adaptación de la normativa autonómica, 
efectuada con aquella ley que dio origen 
al Dictamen 12/2004 de este Consejo. Los 
cambios propuestos en el Anteproyecto 
tienen, según se indica en la exposición 
de motivos, una triple fi nalidad: intro-
ducir claridad en el texto, delimitando 
adecuadamente las competencias de los 
órganos concedentes de la subvención; 
introducir modifi caciones que mejoren la 
regulación vigente, tras la experiencia de 
la aplicación real de la norma; y corregir 
errores detectados en la misma.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO

La exposición de motivos efectúa 
una síntesis del objetivo y contenido 
pretendido con la normativa. Empieza 
señalando que las medidas tributarias que 
propone el Anteproyecto, y que carecen 
de habilitación legislativa para su adop-
ción mediante las leyes presupuestarias 
anuales, se orientan a facilitar la conse-
cución de los objetivos de política eco-

El Anteproyecto de Ley de Medidas 
Tributarias en Materia de Tributos Ce-
didos, Tributos Propios, Subvenciones y 
Juego para el Año 2007 (en lo sucesivo, el 
Anteproyecto) consta de una exposición 
de motivos, tres títulos que integran un 
total de ocho artículos, tres disposiciones 
adicionales, dos disposiciones transitorias 
y dos disposiciones fi nales.
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nómica que se pretenden con la Ley de 
Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma para 2007. Su alcance viene 
determinado por la doctrina consolidada 
por parte del Tribunal Constitucional y 
los dictámenes del Consejo Jurídico de 
la Región de Murcia. A continuación se 
efectúa una síntesis de los aspectos más 
relevantes y novedades del texto. Afec-
tan, en primer lugar, a tributos propios 
o cedidos que en ejercicios precedentes 
ya han sido objeto de algún tipo de re-
gulación, fundamentalmente en lo que 
concierne a deducciones en el caso de 
los impuestos y alteraciones de hechos 
imponibles y cuotas en las tasas. Y en 
segundo lugar, modifi caciones referentes 
a medidas administrativas que modifi can 
la vigente ley sobre el juego y apuestas y 
la de subvenciones.

Cuatro artículos componen el Título 
I, que se denomina Tributos Cedidos. 
El artículo 1 cambia las deducciones 
autonómicas en el impuesto sobre la renta 
de las personas físicas reguladas por el 
artículo 1.Uno, segundo, apartado 1, de 
la Ley 15/2002, de 23 de diciembre, de 
Medidas Tributarias en materia de Tri-
butos Cedidos y Tasas Regionales (año 
2003). Establece el apartado Uno una 
mejora en la deducción autonómica de la 
vivienda habitual para los jóvenes meno-
res de 36 años por la que amplía la base 
liquidable que permite la aplicación del 
porcentaje incrementado (un 5% frente 
al 3% general) a aquellos sujetos pasivos 
cuya parte general de la base liquidable 
sea de hasta 22.000 euros (20.000 euros 
anteriormente). No altera el límite de 
1.800 euros fi jado para la parte especial 
de la base.

El apartado Dos del primer artículo 
del Anteproyecto efectúa dos modifi ca-
ciones al artículo 1.Tres de la citada Ley 
15/2002. Por un lado, en el apartado 
primero eleva las cantidades máximas 
que podrán percibir los sujetos pasivos 
en concepto de deducción autonómica por 
gastos de guardería para hijos menores 
de tres años hasta 220 euros en caso de 
tributación individual (antes 200) y hasta 
440 euros si la tributación es conjunta 
(400 euros con la normativa previa). 
Además, incrementa hasta 16.000 euros 
(antes 14.544,5 euros) en declaraciones 
individuales y hasta 28.000 euros (frente 
a los 25.452,9 euros ahora vigentes) los 
límites de la parte general de la base 
liquidable que permite acogerse a la 
deducción, siempre que la parte especial 
no supere el importe, no modifi cado, de 
1.202,02 euros. Por otro, el apartado se-
gundo se refi ere a los casos de unidades 
familiares compuestas por uno solo de 
los padres e hijos menores y establece 
los mismos cambios que se han referido 
anteriormente para las declaraciones 
individuales.

El apartado Tres del mismo ar tículo 
mantiene la deducción en el tramo au-
tonómico del impuesto por inversión en 
la instalación de recursos energéticos 
renovables en el 10% de las cantidades 
dedicadas a la ejecución de proyectos 
de instalación de recursos energéticos 
procedentes de las fuentes de energías 
renovables solar térmica y fotovoltaica 
y eólica efectuadas tanto en la vivienda 
propia como en las destinadas al arren-
damiento siempre que éste no tenga la 
consideración de actividad económica. 
Pero cambia la base máxima anual de 
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deducción, hasta ahora fi jada en 9.000 
euros, para elevarla a 10.000 euros, así 
como el importe máximo de la deducción 
que no podrá superar los 1.000 euros 
frente a los 900 euros ahora vigentes.

El apartado Cuatro del artículo 
primero establece una nueva deducción 
autonómica en el I.R.P.F. del 20% de las 
inversiones en dispositivos domésticos de 
ahorro de agua. La base de esta deducción 
estará constituida por las cantidades sa-
tisfechas para la adquisición e instalación 
de los dispositivos que hayan corrido a 
cargo del contribuyente y efectuadas en 
viviendas que constituyan su vivienda 
habitual. La base máxima anual de esta 
deducción se establece en la cantidad 
de 300 euros, sin que, en todo caso, el 
importe de la citada deducción pueda 
superar los 60 euros anuales. La deduc-
ción requerirá el reconocimiento previo 
de la Administración regional sobre su 
procedencia en la forma que reglamen-
tariamente se determine.

El artículo 2 del Anteproyecto conce-
de determinados benefi cios fi scales en el 
impuesto sobre sucesiones y donaciones. 
El apartado Uno modifi ca la redacción 
del artículo 2.Uno de la Ley 15/2002, 
de tal forma que la reducción de la base 
imponible en un porcentaje del 99% que 
concede para las adquisiciones “mortis 
causa”, cuando ésta incluya el valor de 
una empresa individual o de un negocio 
profesional situado en la Región, se am-
plía en función a su tamaño. El límite de 
5 millones de euros en concepto de cifra 
negocios se alza a 6 millones en el caso 
de empresas, y pasa de 2 a 2,5 millones 
si se trata de negocios profesionales. 

El apartado Dos del mismo artículo 
y para el supuesto de adquisiciones “mor-
tis causa” por sujetos pasivos incluidos 
en el epígrafe II del artículo 20.2.a) de 
la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 
Impuesto de Sucesiones y Donaciones 
(descendientes y adoptados de veintiuno 
o más años, cónyuges, ascendientes y 
adoptantes), amplía desde el 50% hasta 
el 99% de la cuota la deducción autonó-
mica. A su vez, eleva el límite máximo 
de la base imponible que permite aplicar 
la deducción desde los 300.000 euros 
actuales hasta 450.000 euros, y 600.000 
en el caso de que el sujeto pasivo fuese 
discapacitado con un grado de minusvalía 
igual o superior al 65%.

El apartado Tres del artículo segun-
do crea una nueva deducción autonómica 
en el mismo impuesto consistente en el 
99% de la base imponible para las trans-
misiones “inter vivos” de una empresa 
individual o de un negocio profesional 
situado en la Región, o de participaciones 
en entidades del donante cuyo domicilio 
fi scal y social se encuentre en la misma 
Comunidad Autónoma y a las que sea 
aplicables la exención regulada en el 
artículo 4 del Impuesto sobre el Patri-
monio. La deducción no será aplicable 
a empresas o entidades cuya actividad 
sea la gestión de patrimonio mobiliario 
o inmobiliario, determinadas entidades 
societarias y si son participaciones en 
el caso de empresas cuya cifre de ne-
gocios neta sea mayor a seis millones. 
Exige, a su vez, ciertos requisitos para 
su aplicabilidad: que se realice a favor 
del cónyuge, descendientes o adoptados; 
que el donante tuviese 65 ó más años, o 
se encontrase en situación de incapaci-
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dad permanente, en grado de absoluta o 
gran invalidez; que el causante viniere 
ejerciendo efectivamente funciones de 
dirección en la entidad (no se considera 
la mera pertenencia al Consejo de Admi-
nistración) y la retribución que percibiera 
por ello supusiera su mayor fuente de 
renta, y que como consecuencia de la 
donación dejara de ejercer y de percibir 
remuneraciones por el ejercicio de di-
chas funciones desde el momento de la 
transmisión; que el donatario mantenga 
lo adquirido y el derecho a la exención en 
el Impuesto sobre el Patrimonio de esos 
bienes por un periodo de diez años salvo 
en caso de fallecimiento y el adquiriente 
no realice actos de disposición y opera-
ciones societarias que puedan dar lugar 
a una minoración sustancial del valor 
de la adquisición; y que se mantenga el 
domicilio fi scal y social de la entidad en 
el territorio de la Región durante los diez 
años siguientes a la fecha de escritura 
pública de donación.

El artículo 3 se refi ere a la Tasa fi scal 
sobre los juegos de suerte, envite o azar. 
Propone una nueva regulación de la base 
imponible y cambios en determinados 
tipos o tarifas tributarias. En general, la 
base imponible estará constituida por el 
importe total de las cantidades que los 
jugadores dediquen a su participación en 
los juegos. Pero hay reglas especiales. En 
los casinos de juego serán los ingresos 
brutos (ingresos menos ganancias de 
los jugadores); en los juegos de bingo, 
el valor facial de los cartones; y en el 
bingo electrónico será la diferencia entre 
los ingresos procedentes del juego y las 
ganancias de los jugadores. En cuanto a 
los tipos tributarios y cuotas fi jas, el tipo 

de gravamen establecido con carácter 
general será del 25%, porcentaje que 
se eleva al 20% en el bingo y al 30% 
en el denominado bingo electrónico. 
En los casinos de juegos se aplicará la 
tarifa del 25% para una base imponible 
de entre 0 y 1.500.000 euros, 42% si es 
de entre 1.500.001 y 2.400.000 euros y 
55% para una cantidad superior. En lo 
que concierne a las cuotas fi jas, las Má-
quinas tipo “B” o recreativas con premio 
en metálico tendrán una cuota anual de 
3.620.000 euros (antes 3.552.000 euros) 
que se multiplica por dos si intervienen 
dos jugadores, y de 7.240.000 euros 
(antes 7.252.000 euros) más el resultado 
de multiplicar el coefi ciente 2.500 (antes 
2.234) por el producto del número de ju-
gadores por el precio máximo autorizado 
para la partida. En las Máquinas tipo 
“B” o recreativas con premio en especie, 
llamadas grúas, cascadas o similares, 
así como las expendedoras que incluyan 
algún elemento de juego, apuesta, envite, 
azar o habilidad del jugador que condi-
cione la obtención del premio, la cuota 
anual será 3.620 euros (antes 3.552.000 
euros). Finalmente, en las Máquinas tipo 
“C” o de azar la cuota anual será de 5.300 
euros (antes 5.200 euros).

El artículo 4 regula determinadas 
normas de gestión. El apartado Uno mo-
difi ca la redacción del artículo 6, apartado 
Uno, de la Ley 15/2002, de 23 de diciem-
bre, que se refi ere a la comprobación de 
valores en el Impuesto de Sucesiones y 
Donaciones y el Impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, para determinar que re-
glamentariamente se podrán regular los 
aspectos de procedimiento de los medios 
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de comprobación de valores establecidos 
en el artículo 57 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria.

Por su parte, el apartado Dos mo-
difi ca el artículo 6, apartado Dos, de la 
misma Ley, para permitir que la Con-
sejería de Economía y Hacienda pueda 
establecer la presentación obligatoria 
de las declaraciones-liquidaciones por 
medios telemáticos en aquellos tribu-
tos o modalidades de los mismos que 
resulten susceptibles de tal forma de 
presentación.

El apartado Tres faculta a la Conse-
jería de Economía y Hacienda a determi-
nar la remuneración máxima a satisfacer 
a los peritos terceros que intervengan en 
tasaciones periciales contradictorias, pre-
via audiencia a los Colegios Profesionales 
afectados.

El Título II se denomina Tributos 
Propios y se compone de dos artículos. 
El primero de ellos, el artículo 5, afecta 
al Impuesto sobre vertidos a las aguas del 
litoral y modifi ca en su apartado Uno
el apartado 3 del artículo 39 de la Ley 
9/2005, de 29 de diciembre, de tal forma 
que si como resultado de la deducción 
de los pagos fraccionados a cuenta se 
obtuviese una cuota diferencial negativa, 
el sujeto pasivo podrá solicitar su devo-
lución o bien compensarla con los pagos 
fraccionados a cuenta de los siguientes 
periodos impositivos.

El apartado Dos introduce un nuevo 
apartado 4 en el artículo 40 de la misma 
Ley, para establecer que cuando se inicie 
la actividad la base imponible vendrá 
determinada por los valores de los pará-
metros DQO, DBO5, SS y volumen que 

se establecen como límites en la autori-
zación de vertido.

El artículo 6 modifi ca el Decreto 
Legislativo 1/2004, de 9 de julio, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley de Tasas, Precios Públicos y Contri-
buciones. En su apartado Uno altera la 
redacción del artículo 8 para, por un lado, 
adecuar la denominación de las funciones 
recogidas en el apartado 1 a la nueva 
terminología de la Ley General Tribu-
taria incorporando el nuevo concepto de 
“aplicación de los tributos”, que engloba 
las funciones de gestión, inspección y 
recaudación, distinguiéndolas de las re-
lativas a la revisión en vía administrativa 
y el ejercicio de la potestad sancionadora. 
Por otro, amplía las funciones que actual-
mente tienen delegadas las Consejerías en 
este tipo de tributos, aunque se excluye 
la delegación de materias que requieren 
una gestión centralizada por parte de la 
Consejería de Economía y Hacienda.

El apartado Dos modifi ca el artículo 
21, que afecta al establecimiento y regu-
lación de los precios públicos. La actual 
normativa reserva esta competencia al 
Consejo de Gobierno mediante Decreto. 
La reforma la traslada a la Consejería 
competente en función a la materia del 
precio público a crear, previo informe 
preceptivo de la competente en materia 
de Hacienda. Si los precios públicos son 
de aplicación general a todo el ámbito 
de la Administración Regional recaerá en 
la Consejería competente en materia de 
Hacienda, previo informe de las demás 
Consejerías.

El apartado Tres da nueva redac-
ción a la Disposición Adicional Tercera. 
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Se refi ere al ejercicio de competencias 
gestoras en materia de ingresos inclui-
dos en el ámbito de aplicación de la 
legislación de tasas. Prevé un régimen 
supletorio de atribución de competencias 
a órganos concretos de las Consejerías y 
Organismos Públicos para dictar los actos 
administrativos derivados del ejercicio 
de las competencias delegadas o pro-
pias, respectivamente establecidas en el 
artículo 8.1 del Texto Refundido, para el 
caso de que en las respectivas normas de 
estructura no se contemple la atribución 
expresa.

El apartado Cuatro modifi ca la Dis-
posición Adicional Cuarta en el mismo 
sentido que la anterior pero para otros 
ingresos no incluidos en el ámbito de 
aplicación de la Ley.

El apartado Cinco altera el anexo 
del Texto Refundido, la clasifi cación y ca-
tálogo de tasas, para adecuarla a los cam-
bios de denominación que se proponen y 
a la supresión o creación de tasas.

El apartado Seis modifica el ar-
tículo 5 de la tasa “T010 Tasa General 
de la Administración”, para incorporar un 
nuevo supuesto de exención consistente 
en la expedición por vía telemática de 
certifi cados de estar al corriente de las 
obligaciones fiscales con la hacienda 
Pública de la Región de Murcia.

El apartado Siete cambia el artículo 
4 de la tasa “T130 Tasa para la inscripción 
de pruebas náuticas y expedición de títu-
los para el ejercicio de la navegación de 
recreo y de las actividades subacuáticas 
deportivas y profesionales”. Se trata de la 
determinación de la cuota, que oscilará, 
en lo que concierne al examen teórico, 

entre 42,24 y 75,10 euros según la natu-
raleza del título, y en cuanto al examen 
práctico entre 24,64 y 158,44 euros. La 
expedición de títulos costará 33,20 euros 
y la renovación 24,81 euros.

El apartado Ocho otorga otra re-
dacción a los artículos 1 y 4 de la tasa 
“T240 Tasa por actuaciones en materia 
de protección medioambiental y control 
de actividades potencialmente contami-
nantes”. Tiene por objeto la supresión de 
las cuotas actualmente exigibles por la 
solicitud y tramitación de la inscripción 
en el Registro Europeo EMAS, sistema 
comunitario de gestión y auditoría medio-
ambiental.

El apartado Nueve crea una nueva 
tasa, la “T250 Tasa por actuaciones admi-
nistrativas en materia de convalidación de 
inversiones medioambientales”. Su hecho 
imponible es la aprobación de Planes o 
Programas individuales que contemplen 
la realización de inversiones medioam-
bientales, así como la certifi cación de 
convalidación de tales inversiones en 
ejecución de Planes o Programas indivi-
duales, Convenios o Acuerdos globales 
o colectivos. Los sujetos pasivos son las 
personas físicas o jurídicas solicitantes y 
el devengo es el momento de presentar 
la solicitud. La cuota oscila entre 104,41 
y 194,98 euros.

El apartado Diez modifi ca el artícu-
lo 4 de la tasa “T330 Tasa por ordenación 
de actividades turísticas”, la estructura de 
las cuotas. Por un lado, adapta la tipología 
de establecimientos a la clasifi cación que 
determina el Decreto 75/2005, de 24 de 
junio. Además, en el artículo 5 suprime 
la reducción del 50% en las cuotas para 
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los titulares de apartamentos turísticos 
y alojamientos turísticos especiales en 
zonas de interior.

El apartado Once incorpora un 
nuevo artículo, el 5, a la tasa “T430 Tasa 
por ordenación del transporte terrestre”, 
para declarar exentas del pago las actua-
ciones administrativas de comprobación, 
registro, personalización y entrega de 
tarjetas de tacógrafos digitales referidos 
a la tarjeta de conductor.

El apartado Doce cambia el artículo 
6, apartado 4, subapartado A), tercer pá-
rrafo de la tasa “T470 Tasa por servicios 
portuarios”, reduciendo del 2% al 1% la 
tarifa base aplicable a las operaciones 
realizadas con pesca fresca.

El apartado Trece modifi ca la tasa 
“T610 Tasa por Ordenación de Acti-
vidades e Instalaciones industriales y 
energéticas”, incluyendo en el artículo 4 
un nuevo apartado 6 que aplica una cuota 
de 6,64 euros por la emisión de placas de 
instalación de equipos a presión.

El apartado Catorce altera el ar-
tículo 4 de la tasa “T640 Tasa por la 
realización de inspecciones técnicas re-
glamentarias y expedición de documentos 
relativos a vehículos”, para incluir una 
nueva cuota, por importe de 90 euros, en 
concepto de Catalogación de vehículos 
históricos. Se establecen exenciones por 
segundas o sucesivas inspecciones en 
ciertos casos.

El apartado Quince modifica el 
artículo 4 de la tasa “T651 Tasa por la 
tramitación de permisos de exploración e 
investigación y concesiones administrati-
vas.” Afecta a la cuota, de tal forma que 

en los casos de permisos de exploración, 
tramitación de permisos de investigación 
y tramitación de concesión derivada de 
permiso de investigación las primeras 300 
cuadrículas mineras tendrán una cuota de 
3.000 euros y 10 euros adicionales por 
cada cuadrícula en exceso. En los casos 
de explotación directa tales cantidades 
montan hasta 3.500 y 500 euros respec-
tivamente.

El apartado Dieciséis cambia el ar-
tículo 4, apartado 2, de la tasa “T810 Tasa 
por actuaciones administrativas de carác-
ter sanitario”. Se adapta, por un lado, a 
la regulación y defi niciones previstas en 
el Decreto 73/2004, de 2 de julio, y, por 
otro, se lleva a cabo una nueva cuantifi -
cación de las cuotas exigibles.

Son dos los artículos que forman 
el Título III, denominado Medidas 
Administrativas. El artículo 7 cambia 
determinados artículos de la Ley 7/2005, 
de 18 de noviembre, de Subvenciones de 
la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia. El apartado Uno introduce un 
nuevo apartado en el artículo 2 mediante 
el que declara no comprendidas en el 
ámbito de aplicación de la Ley las ayudas 
de carácter social que sean homologables 
o complementen las del sistema de segu-
ridad social, y las aportaciones dinerarias 
a favor de otras administraciones públicas 
concedidas en virtud de programas o 
convenios de colaboración.

El apartado Dos cambia el plazo 
previsto para la revisión anual del Plan 
estratégico de subvenciones. Frente a la 
fecha específi ca contemplada hasta ahora 
la modifi cación indica que bastará con 
que esté aprobada con la antelación sufi -
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ciente que permita incluir sus previsiones 
en los anteproyectos de presupuestos de 
cada Consejería.

El apartado Tres da nueva redacción 
al apartado 2 del artículo 10. Separa las 
fases de autorización y aprobación en la 
concesión de subvenciones de cuantía 
superior a 1.200.000 euros, que necesitará 
la autorización del Consejo de Gobierno 
pero no implicará la aprobación del gasto, 
que corresponderá al órgano competente 
para ello.

El apartado Cuatro modifica la 
letra b) del artículo 11. Permite eximir 
del cumplimiento de acreditar estar al 
corriente de las obligaciones tributarias 
con la Administración de la Comunidad 
Autónoma a las Administraciones Públi-
cas así como los organismos, entidades 
públicas y fundaciones del sector público 
dependientes de aquellas.

El apartado Cinco cambia el apar-
tado 1 del artículo 22, regulador de los 
supuestos especiales de concurrencia. 
Para evitar la duda de si el procedimiento 
es de los califi cados como iniciado a ins-
tancia de parte frente al de concurrencia 
competitiva que lo es de ofi cio, indica 
que podrá concederse subvenciones, 
hasta el límite del crédito presupuestario 
afectado por la convocatoria, en atención 
a la mera concurrencia de una determi-
nada situación en el benefi ciario, sin que 
sea necesario establecer en tales casos 
la comparación de las solicitudes ni la 
prelación entre las mismas.

El apartado Seis elimina el apar-
tado 3 del artículo 23, regulador del 
procedimiento de concesión directa de 
subvenciones. En concreto, la exigencia 

de que el Decreto del Consejo de Gobier-
no mencione el crédito presupuestario 
afectado.

El apartado Siete modifi ca el aparta-
do 2 del artículo 28, orientado a clarifi car 
la fi scalización de la propuesta de gasto. 
Y propone que en atención al régimen de 
control a que estén sujetos los actos del 
órgano concedente, la propuesta de gasto 
será sometida o no a fi scalización previa 
en la modalidad, plena o limitada, que co-
rresponda. Si el proyecto de convocatoria 
contuviese las bases reguladoras el acto 
de control se ceñirá a aquellos extremos 
de los señalados en el artículo 17 de esta 
ley cuya comprobación resulte preceptiva 
según las disposiciones vigentes en cada 
momento.

El apartado Ocho introduce un 
nuevo apartado 7 en el artículo 29 me-
diante el que exonera de la constitución 
de garantías a entidades pertenecientes 
a las Administraciones Públicas, los be-
nefi ciarios de subvenciones por importe 
inferior a 3.000 euros, y las entidades 
exentas por ley de la presentación de 
cauciones, fi anzas o depósitos ante las 
Administraciones públicas.

El apartado Nueve da nueva re-
dacción al apartado 5 del artículo 32 
para permitir que no se cobre intereses 
de demora en los casos de reintegro de 
una subvención de aceptación presunta, 
siempre que el ingreso se haga efectivo 
en las cuentas del tesoro público regional 
antes de los diez días naturales siguientes 
a la percepción por el benefi ciario.

El artículo 8 modifi ca la Ley 2/1995, 
de 15 de marzo, de Juegos y Apuestas de 
la Región de Murcia. El apartado Uno
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cambia el apartado 3 del artículo 11, 
para atribuir a los agentes de juego que 
realizan tareas de control e inspección 
de las actividades de juego, así como de 
las empresas y locales donde se gestiona 
o practica, la condición de agente de la 
autoridad, habilitándoles para acceder 
a las fi ncas, locales y demás estableci-
mientos o lugares donde se desarrollen 
las actividades.

El apartado Dos modifi ca el aparta-
do 3 del artículo 12. Establece que podrá 
autorizarse la explotación de máquinas 
recreativas y de azar de tipo B en esta-
blecimientos hosteleros, clubes y demás 
locales análogos, pero en estos estableci-
mientos no podrán concurrir juegos de los 
citados anteriormente con cualquier otro 
tipo de juego, sea público o privado. 

El apartado Tres cambia el aparta-
do 1 del artículo 20. Establece que las 
empresas que pretendan inscribirse en 
el Registro General del Juego deberán 
constituir en la Caja de Depósitos de 
la Consejería de Economía y Hacienda 
fi anza en metálico o aval de entidades 
bancarias, de caución o crédito o de 
sociedades de garantía recíproca, que ga-
rantice las obligaciones derivadas de esta 
Ley por importe de 60.000 euros, salvo 
que  reglamentariamente se establezcan 
otras cuantías.

El apartado Cuatro añade un apar-
tado t) al artículo 24, para incluir la 
explotación de máquinas recreativas y de 
azar de tipo B, en los locales regulados 
en el artículo 12.3 de la presente Ley, 
cuando organicen o comercialicen otros 
juegos, sean públicos o privados, aunque 
estén autorizados.

La Disposición Adicional Primera
prorroga durante 2007 la no exacción 
del Impuesto sobre Vertidos de Aguas 
Litorales a determinadas desaladoras 
cuya producción se destine a la agri-
cultura, industria, riego o consumo 
humano.

La Disposición Adicional Segunda
prorroga para el próximo ejercicio la 
exención con carácter general de la tasa 
“T510 del Boletín Ofi cial de la Región 
de Murcia”, respecto a hechos imponibles 
por suscripciones vía telemática o infor-
mática del Boletín, del archivo histórico 
y del tratamiento jurídico.

La Disposición Adicional Tercera
amplía la posibilidad de resarcimiento 
por parte de los contribuyentes de las 
cuotas diferenciales negativas del extin-
to Canon de Vertidos al Mar mediante 
devolución.

La Disposición Transitoria Primera
mantiene la vigencia y exacción de los 
precios públicos creados por el Decreto 
137/2002, de 29 de noviembre, hasta que 
se aprueben unos nuevos por el órgano y 
en los términos establecidos en el Texto 
Refundido según la nueva redacción que 
propone el Anteproyecto.

La Disposición Transitoria Se-
gunda reordena y simplifi ca el sistema 
actualmente vigente de deducciones 
autonómicas en el I.R.P.F. aprobado las 
anualidades precedentes.

La Disposición Final Primera
autoriza a la Consejería de Economía 
y Hacienda para que ajuste los tipos de 
cuantía fi ja de las tasas y los precios pú-
blicos mediante su expresión defi nitiva 
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en dos decimales, salvo algunos casos 
excepcionales que se señalan.

La  Disposición Final Segunda de-
termina la entrada en vigor de la Ley el 

día 1 de enero de 2007. Lo dispuesto en 
el artículo 2 de la misma será aplicable a 
los hechos imponibles sucedidos a partir 
de su entrada en vigor. 

III. OBSERVACIONES

una ley de tales características cuyos 
correspondientes Anteproyectos han sido 
sometidos a Dictamen de este Consejo, 
lo que ha permitido valorar conveniente-
mente la oportunidad de estas iniciativas. 
Por tanto, nada nuevo tiene que expresar 
en este sentido el CESRM en relación 
con el  Anteproyecto de Ley de Medidas 
Tributarias en materia de Tributos Cedi-
dos, Tributos Propios, Subvenciones y 
Juego para el Año 2007. Especialmente 
porque como sucede desde el Antepro-
yecto que motivó la Ley 7/2000, de 30 de 
diciembre, su contenido ha abandonado 
la amplia dispersión normativa caracterís-
tica de los antecesores (al tiempo que se 
procedía a las modifi caciones tributarias 
se cambiaba igualmente otras leyes de 
contenido heterogéneo y sin ninguna re-
lación con el ámbito apropiado para estas 
leyes, práctica con la que el Consejo fue 
crítico), para centrarse, como hace el An-
teproyecto sometido ahora a Dictamen, 
en cuestiones meramente tributarias y 
hacendísticas.

También mantiene el CESRM deter-
minadas observaciones formales relacio-
nadas con la tramitación del Anteproyecto 
ya expuestas en Dictámenes precedentes. 
En lo que concierne a la participación 
de los sectores afectados en el proceso 

A) De carácter general

En el año 1997 la Comunidad Au-
tónoma de la Región de Murcia empezó 
a elaborar una ley complementaria a 
la Ley General de Presupuestos con la 
que aprueba modifi caciones tributarias 
y vinculadas a la ejecución del gasto 
público. Fue una iniciativa adoptada 
tras los pronunciamientos de la doctri-
na constitucional, y posteriormente del 
Consejo Jurídico de la Región de Mur-
cia, que expusieron con nitidez que la 
norma presupuestaria debe de limitarse 
a disponer sobre los aspectos directa-
mente vinculados con las previsiones de 
ingresos y gastos o con las directrices de 
política económica que se establecen en 
el Presupuesto. Las modifi caciones que 
afecten a los elementos tributarios y a los 
procedimientos de gestión, liquidación, 
recaudación o inspección de los tributos 
no tienen cabida en esa norma y requie-
ren una tramitación legislativa separada, 
que de forma generalizada se viene 
haciendo con una ley que se tramita de 
forma casi paralela a la de Presupuestos 
y comúnmente conocida como “ley de 
acompañamiento”.

Desde entonces todos los ejercicios, 
salvo para el año 2004, se ha promovido 
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de elaboración de las disposiciones es 
opinión del Consejo que deben de ser 
consultadas las asociaciones represen-
tativas de intereses que puedan resultar 
afectadas por la norma que se promueve. 
Éstas ofrecerían, sin duda, valoraciones 
surgidas de la experiencia que permitirían 
la elaboración de una disposición más 
perfeccionada. El Anteproyecto introduce 
modifi caciones que afectan al Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, el 
Impuesto de Sucesiones y Donaciones, 
la Tasa fi scal sobre los Juegos de suerte, 
envite o azar u otras tasas regionales 
y la Ley de Juego y Apuestas, entre 
otras, que en algunas ocasiones afectan 
a la generalidad de los ciudadanos que 
eventualmente sean sujetos pasivos de 
tales impuestos pero en otros repercuten 
directamente en intereses empresariales 
generales o de algún sector específi co. 
Habría sido conveniente, por tanto, que 
las asociaciones interesadas, como las 
de consumidores o las representativas de 
los empresarios en general o del referido 
sector en particular, hubiesen expresado 
su parecer durante la tramitación del 
Anteproyecto. Y también las Consejerías 
directamente afectadas por la disposición, 
como sucede en este caso con la compe-
tente en materia de agua en relación con 
la nueva deducción que se propone en 
el I.R.P.F. para favorecer el ahorro en el 
consumo doméstico de este recurso. 

El CESRM valora positivamente la 
profundidad y amplitud de la Memoria 
justifi cativa del Anteproyecto, que explica 
con claridad y detalle la naturaleza y mo-
tivación, a juicio del órgano proponente, 
de las modifi caciones que se incorporan, 
lo que ha permitido al Consejo disponer 

de suficiente base para formular sus 
apreciaciones. Pero se considera de nue-
vo que la Memoria Económica admite 
un amplio margen de mejora en cuanto 
a la información que ofrece, que podría 
ser más diversa y completa. Si el estudio 
económico de las tasas cuyas tarifas y 
cuotas se propone modifi car es en gene-
ral extenso y riguroso, aun asumiendo 
la difi cultad e incluso controversia que 
en algunos casos pudiera generar la de-
terminación de los tiempos que conlleva 
cada tarea, básica para la cuantifi cación, 
el estudio económico de los benefi cios 
fi scales que generan las bonifi caciones 
propuestas se hace mediante estimaciones 
a tanto alzado, o a partir de la experien-
cia de años anteriores en las que ya han 
estado vigentes pero sin exponer ningún 
dato acerca de la incidencia registrada. 
Precisamente en éstas la Memoria Eco-
nómica representaría un excelente medio 
para mostrar información que permitiera 
valorar su alcance y efi ciencia.

B) Al articulado

El artículo 1 del Anteproyecto esta-
blece determinadas deducciones autonó-
micas en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas orientadas a favore-
cer la adquisición de la vivienda habitual 
a los jóvenes, facilitar la conciliación de 
la vida familiar y laboral reduciendo el 
coste de guardería de los hijos menores 
de tres años, impulsar la utilización de 
las energías renovables en la vivienda 
habitual o destinada al arrendamiento e 
incentivar las inversiones en dispositivos 
domésticos de ahorro de agua. El primer 
supuesto cuenta ya con una amplia tradi-



15

ción en estas leyes de acompañamiento 
pues se introdujo, con rasgos diferentes a 
la normativa actual, en la primera dispo-
sición de este tipo aprobada. El segundo 
y tercero son más recientes pues fueron 
creados por la Ley 15/2002 y la Ley 
8/2004 respectivamente, y constituye una 
novedad el último citado.

La deducción autonómica por in-
versión en la vivienda habitual de los 
menores de 36 años es la más antigua, 
por tanto, aunque con las características 
ahora vigentes fue implantada por la 
Ley 15/2002. En síntesis, establece una 
deducción por la inversión en la adquisi-
ción de la vivienda habitual a los sujetos 
pasivos de esa edad que es dos puntos 
porcentuales mayor que el tipo general 
(5% y 3% respectivamente) siempre que 
la parte general de la base liquidable y 
la parte especial de la misma no rebasen 
ciertos límites y dentro de una cuantía 
máxima de deducción. Estos límites han 
sido ampliados en las sucesivas leyes de 
acompañamiento.

El amplio periodo de tiempo que 
esta deducción está vigente, con éstas 
u otras características, ha permitido al 
Consejo exponer una posición nítida al 
respecto. Resumidamente, el Consejo ha 
valorado positivamente la deducción en 
atención al colectivo benefi ciario y las 
posteriores ampliaciones de los límites 
ya que permitía aumentar el número de 
sujetos pasivos susceptible de acogerse 
a la deducción pero se demandaba una 
elevación más intensa. A su vez, se propo-
nía extender la deducción a personas que 
sobrepasasen el límite de edad fi jado pero 
con bases liquidables reducidas, a las que 
el excepcional incremento de precios de 

la vivienda les puede difi cultar mucho la 
accesibilidad a ese bien básico. También 
se solicitaba actualizar el importe máxi-
mo de la deducción. Y que se elaborase 
un estudio evaluativo sobre su impacto 
que sirviera para la refl exión conjunta 
de Gobierno Regional y agentes sociales 
sobre la efi ciencia de la medida.

El Anteproyecto establece en el 
apartado Uno de este artículo una 
mejora en la deducción autonómica de 
la vivienda habitual para los jóvenes 
menores de 36 años que amplía la parte 
general de la base liquidable que permite 
la aplicación del porcentaje incrementado 
(un 5% frente al 3% general) hasta 22.000 
euros (20.000 euros anteriormente). No 
altera el límite de 1.800 euros fi jado para 
la parte especial de la base liquidable.

Es una modificación que atiende 
una de las sugerencias formuladas por 
este Órgano en otros Dictámenes de 
esta naturaleza, resumidas anteriormen-
te. En consecuencia, el CESRM valora 
positivamente la propuesta que supone 
un incremento del 10% en el señalado 
límite de la parte general de la base 
imponible. Porcentaje que se adiciona a 
los aumentos de los ejercicios anteriores 
y que representa un incremento del 33% 
en relación con el fi jado para el año 2003 
en la Ley 15/2002, por lo que se extiende 
considerablemente el colectivo de poten-
ciales benefi ciarios de la deducción. Pero 
el Consejo sigue considerando válidas las 
otras propuestas sugeridas anteriormente 
y considera oportuno que se refl exione 
sobre su posible adición al Anteproyecto. 
E incluso estudiar alguna vía para favore-
cer la vivienda en alquiler con el objetivo 
de corregir el escaso parque de viviendas 
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destinadas a este fi n en relación con otros 
países europeos.

El apartado Dos del artículo 1 mo-
difi ca la regulación de la deducción por 
gastos de guardería para hijos menores de 
tres años introducida por la Ley 15/2002, 
de 23 de diciembre, de Medidas Tribu-
tarias en Materia de Tributos Cedidos 
y Tasas Regionales (año 2003), que ya 
fue modifi cada por la Ley 8/2004 y por 
la Ley 9/2005 al incrementar éstas los 
límites máximos de la parte general de 
la base liquidable que permiten acoger-
se a la deducción y la cantidad máxima 
deducible. En concreto, estos límites 
son actualmente de 14.544,5 euros en el 
caso de declaraciones individuales o de 
unidades familiares compuestas por uno 
solo de los padres e hijos menores y de 
25.452,9 euros en la conjunta, siempre 
que no se supere el importe de 1.202,02 
euros en la parte especial de la base 
liquidable. La deducción es un 15% de 
las cantidades satisfechas en el periodo 
impositivo con un máximo de 200 euros 
en las declaraciones individuales o uni-
dades familiares compuestas por uno solo 
de los padres e hijos menores y de 400 
euros en la tributación conjunta.

El Anteproyecto propone dos cam-
bios. Por un lado, aumenta el importe 
máximo que puede obtenerse por esta 
deducción a 220 euros en el caso de la 
tributación individual o unidades fami-
liares compuestas por uno solo de los 
padres e hijos menores y a 440 euros en 
la conjunta. Por otro, eleva de nuevo los 
límites máximos de la parte general de 
la base liquidable indicados en el párrafo 
anterior, que quedarían en 16.000 euros 
cuando se tribute de forma individual 

y en las unidades familiares de un solo 
cónyuge, y en 28.000 euros en la tribu-
tación conjunta.

El CESRM valora positivamente esta 
iniciativa que responde a propuestas de 
este Consejo emitidas en Dictámenes an-
teriores. Respecto a la regulación inicial 
vigente en 2003 supone un incremento 
del 33% en las cuantías de los límites 
máximos de la parte general de la base 
liquidable y del 46,7% en las cantidades 
máximas que pueden ser deducidas. 
Permitirá una mayor ayuda individual y 
acrecentará las declaraciones que pueden 
acogerse a la misma.

Ahora bien, como ya se expusiera en 
el Dictamen 13/2005, dada la importancia 
de esta deducción para promover la con-
ciliación de la vida familiar y laboral en 
las familias con menos recursos económi-
cos, y la modesta cifra que este benefi cio 
fi scal representa pues la estimación que 
incluye la Memoria Económica asciende 
a 350.000 euros, el CESRM considera 
oportuno fl exibilizar las condiciones para 
permitir un incentivo más intenso y más 
accesibilidad a la deducción. Sugiere el 
Consejo seguir acrecentando en el futuro 
los límites propuestos a la base liquida-
ble general y de las cantidades máximas 
deducibles, y que éstas sean por hijo para 
permitir su multiplicación si más de un 
hijo dentro de la edad fi jada asiste a una 
guardería.

La Ley 8/2004 introdujo una de-
ducción en el I.R.P.F. por inversión en 
instalaciones de recursos energéticos 
renovables. En concreto, el 10% de las 
cantidades invertidas por el sujeto pa-
sivo para la adquisición e instalación 
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de recursos energéticos renovables en 
viviendas que constituyan o vayan a 
constituir la habitual del contribuyen-
te, siendo la base máxima anual de la 
deducción 9.000 euros y el límite del 
importe a deducir 900 euros anuales. 
Por su parte, la Ley 9/2005 extendió  la 
deducción a las viviendas destinadas al 
arrendamiento siempre que éste no tenga 
la consideración de actividad económica. 
Esta modificación supuso aceptar una 
de las sugerencias formuladas por este 
Órgano en su Dictamen 13/2005, al igual 
que se proponía extenderla a su vez a las 
segundas residencias al considerar que el 
objetivo fundamental de la deducción es 
favorecer  la instalación de unas fuentes 
de energía, las renovables, limpias y poco 
dañinas para el medio ambiente.

El apartado Tres del artículo 1
mantiene la deducción en los términos 
descritos aunque cambia la base máxima 
anual de deducción para elevarla a 10.000 
euros así como el importe máximo de la 
deducción que establece en 1.000 euros. 
El Consejo valora positivamente esta 
iniciativa destinada a impulsar la implan-
tación en las viviendas de instalaciones de 
energías renovables. Pero sigue conside-
rando oportuno su aplicación igualmente 
en las segundas residencias por la razón 
señalada en el apartado precedente.

Una nueva deducción autonómica 
en el I.R.P.F. introduce el apartado 
Cuatro del artículo 1 mediante la que 
permite deducir el 20% de las cantidades 
satisfechas para la adquisición e instala-
ción de dispositivos de ahorro de agua 
efectuados en la vivienda habitual del 
contribuyente, siendo la base máxima 
anual de esta deducción la cantidad de 

300 euros y la deducción máxima de 60 
euros. Su aplicación requerirá el reco-
nocimiento previo de la Administración 
regional sobre su procedencia en la forma 
que reglamentariamente se determine. 
Es una deducción que se propone “de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 
4 del Decreto XX de 2006, de XX, sobre 
medidas de ahorro y conservación del 
agua en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia”.

Obviando esta mención a un Decreto 
que aún no ha sido aprobado y sobre el 
que el Consejo carece de cualquier refe-
rencia, el CESRM valora positivamente 
esta medida orientada no solo a reducir el 
consumo de agua en los hogares y liberar, 
por tanto, un caudal muy valioso para 
otros usos, sino, además, a profundizar 
en la cultura del ahorro de agua en los 
ciudadanos y procurar que valoremos más 
la relevancia de un recurso tan escaso.

Desde un punto de vista técnico 
considera el Consejo que los límites 
propuestos son redundantes. Es decir, si 
la base máxima de la deducción es 300 
euros y 20% el porcentaje de deducción 
es indudable que la cantidad que puede 
ser deducida nunca será superior a 60 
euros, por lo que uno u otro límite es 
innecesario. Pero, ante el interés de la 
propuesta considera este Órgano que sería 
conveniente elevar la cuantía de la ayuda: 
el importe máximo de la deducción hasta 
80 euros y el tipo de deducción al menos 
hasta el 40% para propiciar que las inver-
siones más modestas (hasta 200 euros) 
puedan disponer de una ayuda superior 
dentro de este nuevo límite sugerido. A 
su vez, considera el CESRM que el fi n 
pretendido con la deducción, favorecer la 
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implantación de dispositivos de ahorro en 
el consumo doméstico de agua, se alcanza 
con su instalación en cualquier tipo de 
vivienda independientemente que sea o 
no la habitual o del régimen de propie-
dad. Por tanto, debiera ser aplicable la 
deducción tanto en la vivienda habitual 
como en las segundas residencias, y 
también en las arrendadas tanto si la in-
versión la emprende el arrendador como 
el arrendatario. 

Sin embargo, para que la deducción 
tenga el éxito pretendido es fundamen-
tal que el reconocimiento previo de la 
Administración regional sobre su pro-
cedencia que reglamentariamente se ha 
de establecer, según indica el Antepro-
yecto, sea extremadamente simple para 
el contribuyente. La cantidad máxima 
que puede ser deducida, tanto la inicial 
como la planteada por este Órgano, es 
escasa, y cualquier procedimiento que 
obligue a dedicar un tiempo que el con-
tribuyente pudiera considerar excesivo 
o desplazamientos a alguna sede de la 
Administración Regional para su justi-
fi cación puede hacer desistir a la mayor 
parte de los interesados.

El artículo 2 del Anteproyecto modi-
fi ca determinados benefi cios fi scales en el 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones 
e introduce una nueva modalidad. Me-
diante el artículo 2 de la Ley 15/2002, de 
23 de diciembre, de Medidas Tributarias 
en Materia de Tributos Cedidos y Tasas 
Regionales (año 2003), se estableció una 
reducción en la base imponible del 99% 
cuando ésta incluye el valor de una em-
presa o un negocio profesional de redu-
cida dimensión (menos de 3 millones de 
euros de cifra de negocios y de 1 millón 

respectivamente), límites posteriormente 
acrecentados en el artículo 2.Uno de la 
Ley 9/2005 hasta 5 en el caso de empre-
sas y 2 millones en negocios profesiona-
les. El apartado Uno de este artículo del 
Anteproyecto alza estos límites de nuevo 
hasta 6 y 2,5 millones respectivamente.

Por su parte, el apartado Dos cam-
bia la redacción del artículo 2 de la Ley 
8/2004 para las adquisiciones “mortis 
causa” de sujetos pasivos incluidos en 
el epígrafe II del artículo 20.2.a), de 
la Ley 29/1987, reguladora de dicho 
Impuesto (se trata de los descendientes 
y adoptados de veintiuno o más años, 
cónyuges, ascendientes y adoptantes). 
Eleva la deducción autonómica del 50% 
de la cuota que resulte después de aplicar 
las deducciones estatales y autonómicas 
hasta el 99%, y también el importe máxi-
mo de la base imponible que permite 
aplicar tal deducción desde los 300.000 
euros ahora vigentes hasta 450.000 euros 
o 600.000 euros si el sujeto pasivo fuese 
discapacitado con un grado de minusvalía 
igual o superior al 65%. 

Y fi nalmente, en lo que concierne al 
artículo segundo, el apartado Tres crea 
una nueva deducción autonómica en el 
mismo impuesto consistente en el 99% de 
la base imponible para las transmisiones 
“inter vivos” de una empresa individual 
o de un negocio profesional situado en la 
Región, o de participaciones en entidades 
del donante cuyo domicilio fi scal y social 
se encuentre en la misma Comunidad 
Autónoma, con algunas excepciones y 
limitaciones como, por ejemplo, si son 
participaciones en empresas que su cifra 
de negocios neta sea mayor a seis millo-
nes, y que el donante tuviese 65 ó más 
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años o estuviese incapacitado y gestio-
nase la entidad. Supone una mejora de 
cuatro puntos porcentuales en relación 
con la deducción estatal ahora vigente y 
una equiparación a la deducción autonó-
mica aplicable a las transmisiones “mortis 
causa” similares.

La propuesta que introduce el Ante-
proyecto en relación con el Impuesto de 
Sucesiones y Donaciones sigue la línea 
ya emprendida con la aprobación de la 
Ley 8/2003, que concedió una deducción 
de la cuota del 99% en las transmisiones 
“mortis causa” a los hijos menores de 
21 años,  y con las leyes de “acompaña-
miento” de los dos años anteriores. Los 
Dictámenes 9/2004 y 13/2005 sobre estas 
dos últimas han permitido al Consejo 
pronunciarse acerca de la oportunidad 
de las modifi caciones introducidas hasta 
ahora en el citado Impuesto. En síntesis, 
se refi eren, por un lado, a la transmisión 
mediante herencia de empresas individua-
les o negocios profesionales de reducida 
dimensión, determinada ésta en función 
al volumen de facturación, o participa-
ciones, a las que se ofrece una deducción 
del 99% de la base imponible que supone 
elevar cuatro puntos porcentuales la ya 
prevista por la legislación estatal; y por 
otro al establecimiento de una deducción 
del 50% de la cuota que resulte a los su-
jetos pasivos del grupo II (descendientes 
y adoptados de veintiuno o más años, 
cónyuge, ascendientes y adoptantes) 
siempre que la base imponible del sujeto 
pasivo sea inferior a 300.000 euros. En 
aquellos Dictámenes el Consejo expresó 
su valoración favorable. Respecto a las 
transmisiones de las pequeñas empresas 
o negocios profesionales porque se con-

sideró adecuado el objetivo pretendido 
con la medida que es el de facilitar la 
sucesión de esas unidades productivas y 
favorecer su continuidad, generalmente 
difícil en los cambios de generacionales, 
evitando un gravamen que distorsionaría 
su gestión. Y en lo que concierne a la de-
ducción general de la cuota a los sujetos 
pasivos del grupo II se consideró que el 
establecimiento de un límite en la base 
imponible de 300.000 euros preserva la 
progresividad del impuesto.

Las propuestas del Anteproyecto 
en sus apartados Uno y Tres mejoran 
las ventajas ofrecidas actualmente a las 
transmisiones de empresas individuales 
y negocios profesionales. El primero de 
ellos se refi ere a las sucesiones y eleva 
los límites del volumen de facturación por 
debajo de los cuales es posible acogerse 
a la deducción del 99%, lo que permi-
tirá acrecentar el número de entidades 
benefi ciarias. El apartado Tres afecta a 
las donaciones y equipara el tratamiento 
al de las transmisiones “mortis causa” 
elevando también la deducción estatal 
cuatro puntos porcentuales para fi jarla en 
el 99% de la base imponible siempre que 
se cumplan requisitos como los indicados 
anteriormente.

El Consejo valora favorablemente 
estas modifi caciones. En primer lugar, 
en lo concerniente a las sucesiones la 
elevación de los límites del volumen de 
facturación en las cuantías fi jadas no alte-
ra signifi cativamente el tipo de empresas 
individuales o de negocios profesionales 
que pueden acogerse a la deducción au-
tonómica adicional de cuatro puntos, y, 
por otra parte, se ha de considerar que la 
deducción estatal del 95% no establece 
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máximos equivalentes en este sentido. En 
segundo lugar, se comparte igualmente la 
creación de una deducción parecida en el 
caso de la donación porque favorece la 
transmisión de la empresa o negocio y 
la continuidad del mismo. Es razonable 
que a partir de los 65 años el propietario 
pueda decidir el abandono de la gestión 
y promueva el relevo generacional, y no 
tiene sentido que la deducción sea supe-
rior si la transmisión se produce a causa 
de su fallecimiento.    

Más controvertida es la propuesta 
que incorpora el mismo artículo en su 
apartado Dos. El CESRM no es ajeno al 
debate que la eventual supresión de este 
impuesto, o la creación de importantes 
bonifi caciones fi scales que reducen su 
incidencia recaudatoria al mínimo, ge-
nera en la sociedad. Frente a opiniones 
que defi enden esta opción al estimar que 
su continuidad desincentiva al ahorro al 
suponer una doble tributación del mismo 
y que es injusto, otras defi enden su man-
tenimiento al opinar que es un impuesto 
directo y progresivo que contribuye a la 
redistribución de la riqueza, solidario y 
con una carga recaudatoria no menospre-
ciable, principalmente en territorios con 
desequilibrios sociales y económicos aún 
relevantes.

El CESRM valoró favorablemente la 
deducción del 25% de la cuota, elevada 
un año más tarde hasta el 50%, a los 
sujetos pasivos que integran el grupo 
II, citados anteriormente, puesto que se 
complementaba con la implantación de 
un límite de 300.000 euros de la base 
imponible del sujeto pasivo por encima 
del cual no era aplicable la deducción. 
Consideraba el Consejo que se mantenía 

así la progresividad del impuesto al fa-
vorecer las transmisiones de una cuantía 
que puede ser considerada baja o media, 
y generadas por tanto en la transmisión 
de patrimonios no muy elevados.

La propuesta del Anteproyecto en su 
apartado Dos eleva hasta el 99% dicha 
deducción de la cuota y hasta 450.000 
euros el límite de la base imponible, e 
incluso éste se alza hasta 600.000 euros 
en el caso de discapacitados con un 
grado de minusvalía igual o superior 
al 65%. El Consejo comparte la modi-
fi cación propuesta al considerar que el 
nuevo límite fi jado con carácter general 
y cuya superación impide acogerse a la 
deducción, 450.000 euros, mantiene el 
carácter progresivo del impuesto. Con-
sidera el CESRM que en la mayor parte 
de las transmisiones por herencia es la 
vivienda habitual el principal bien que 
se transmite y el que genera la cuantía 
más elevada del patrimonio. Teniendo 
en cuenta el extraordinario crecimiento 
que su precio ha experimentado durante 
los últimos años el máximo que propone 
el Anteproyecto no erosiona la progresi-
vidad del impuesto y es apropiado para 
evitar que un número considerable de 
operaciones, que no pueden ser consi-
derados patrimonios importantes, quede 
fuera de la deducción a consecuencia 
de ese proceso. También se comparte el 
límite establecido de 600.000 euros para 
las personas discapacitadas con un grado 
de minusvalía igual o superior al 65%.

El artículo 4 regula determinadas 
normas de gestión tributaria que el CES-
RM valora positivamente. Especialmente 
la posibilidad de establecer la obligato-
riedad de la presentación telemática de 
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las declaraciones tributarias en aquellos 
tributos que lo permitan, lo que supondrá 
trasladar al ámbito autonómico lo fi jado 
en el artículo 98.4 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria. Es 
un avance que posibilita intensifi car el 
uso y aplicación de las nuevas tecnologías 
de la información y las comunicaciones, 
avanzar en el objetivo de promover la 
Administración Electrónica y hacer 
más fl uidas y efi cientes las relaciones 
del ciudadano con la Administración. Y 
también la posibilidad de fi jar la remu-
neración máxima de los peritos terceros 
que pudieran intervenir en procedimien-
tos de tasación pericial contradictoria 
ya que permitirá que el contribuyente 
conozca anticipadamente el coste en el 
que incurriría al ejercer un procedimien-
to contradictorio con la Administración 
Tributaria Regional, lo que le otorgará 
mayor garantía en cuanto al coste del 
proceso.

Igualmente valora de forma favorable 
el Consejo la modifi cación que introduce 
el artículo 5 al Impuesto sobre vertidos 
al litoral, para permitir que si como 
resultado de la deducción de los pagos 
fraccionados a cuenta se obtuviese una 
cuota diferencial negativa el sujeto pasivo 
pueda demandar su devolución o bien 
compensarla con los pagos fracciona-
dos a cuenta de los siguientes periodos 
impositivos. Opción que la Disposición 
Adicional Tercera amplía naturalmente al 
extinto Canon de vertidos al mar.

El artículo 6 efectúa diversas modifi -
caciones al Texto Refundido de la Ley de 
Tasas, Precios Públicos y Contribuciones 
Especiales. El apartado Seis crea una 
nueva exención en la tasa “T010 Tasa 

General de la Administración”, consis-
tente en la expedición por vía telemática 
de certifi cados de estar al corriente de 
las obligaciones fi scales con la Hacienda 
Pública de la Región de Murcia. Y la 
Disposición Adicional Segunda declara 
la exención de la tasa “T510 del Boletín 
Ofi cial de la Región de Murcia” en los 
hechos imponibles de suscripciones por 
vía telemática o informática al BORM. 
El CESRM valora positivamente estas 
propuestas por las mismas razones que 
ha expuesto en relación con el artículo 
4. Suponen un paso más en facilitar las 
relaciones del contribuyente, y del ciuda-
dano en general, con la Administración 
y de progresar hacia la sociedad de la 
información.

El apartado Ocho procede a supri-
mir un hecho imponible y su correspon-
diente cuota en la tasa “T240 Tasa por 
actuaciones en materia de protección 
medioambiental y control de activida-
des potencialmente contaminantes”. En 
concreto, la solicitud y tramitación de 
la inscripción en el Registro Europeo 
EMAS, sistema comunitario de gestión y 
auditoría medioambiental. El objetivo de 
este sistema es promover mejoras conti-
nuas de los resultados ambientales de las 
empresas mediante el establecimiento de 
sistemas de gestión medioambiental, la 
evaluación sistemática de su funciona-
miento, la difusión del comportamiento 
medioambiental de la organización y la 
implicación activa y formación del per-
sonal en la implantación del sistema. El 
CESRM valora positivamente la supre-
sión de este hecho imponible pues supo-
ne favorecer que las empresas adopten 
voluntariamente medidas para la mejora 
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del medioambiente al eliminar uno de 
los costes que pudiera desincentivar su 
implantación. Es, por otra parte, una 
muestra de sensibilidad hacia la preser-
vación del medio ambiente.

Este mismo argumento, sin embargo, 
es el que lleva al Consejo a rechazar la 
creación de la tasa “T250 Tasa por ac-
tuaciones administrativas en materia de 
convalidación de inversiones medioam-
bientales” en el apartado Nueve.

Como indica la propia Memoria del 
Anteproyecto, la creciente importancia 
social que se concede actualmente a los 
problemas medioambientales ha llevado a 
la aplicación de fi guras impositivas con la 
fi nalidad de desincentivar las actividades 
que afectan de forma decisiva al medio 
ambiente y a implantar mecanismos para 
adoptar acciones que lo favorezcan. En 
esta última línea se inscribe la deducción 
del 10% en la cuota íntegra que prevé el 
impuesto de sociedades por la realización 
de inversiones medioambientales. Esta 
nueva tasa grava el procedimiento de con-
validación de tales inversiones para acre-
ditar que están efectivamente destinadas 
a la protección del medio ambiente y es 
un requisito necesario para que la entidad 
pueda acogerse a la deducción.

Es indudable que la protección y 
mejora del medioambiente ha de ser un 
objetivo común de las Administraciones 
Públicas. Por eso, resulta contradictorio 
para este Consejo que una Administración 
establezca un incentivo para favorecer 
la realización de inversiones medioam-
bientales y otra grave las actuaciones 
administrativas que el solicitante debe 
realizar para acceder  ellas. Por otra parte, 

la disminución de ingresos que supondría 
la renuncia a la tasa asciende, según la 
Memoria del Anteproyecto, a 6.742,04 
euros, importe perfectamente asumible 
por la Hacienda Regional. Es más po-
sitivo el mensaje que se transmitiría de 
apoyo a estas inversiones empresariales 
de tipo medioambiental con la no crea-
ción de la tasa que la merma de ingresos 
que supondría.  

El apartado Diez modifi ca el artícu-
lo 5 de la tasa “T330 Tasa por ordenación 
de actividades turísticas” y suprime la 
reducción del 50% en las cuotas para los 
titulares de apartamentos turísticos y alo-
jamientos turísticos especiales en zonas 
de interior. Se justifi ca en la Memoria al 
considerar que esta bonifi cación tuvo su 
origen en la necesidad de favorecer un 
nuevo tipo de establecimiento turístico 
que estaba entonces en ciernes, pero que 
actualmente ha desaparecido el motivo 
que lo justifi caba ya que se encuentran 
plenamente consolidados.

Discrepa el CESRM de esta aprecia-
ción y considera que debiera mantenerse 
la exención. Es indudable que ese tipo de 
alojamientos se ha expandido considera-
blemente durante las últimas anualidades. 
Pero, sin embargo, aún su participación 
relativa en el sector turístico regional es 
reducida en relación con la generada por 
las zonas de playa (las pernoctaciones 
en alojamientos rurales no llegaron a 
suponer el 3% del total el pasado año). 
Pese a la diversifi cación promovida por 
la nueva oferta creada por este tipo de 
alojamientos la actividad turística regio-
nal aún presenta un fuerte carácter esta-
cional en sol y playa, por lo que resulta 
conveniente seguir incentivando otras 
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modalidades. Además, los apartamentos 
turísticos y alojamientos turísticos en 
zonas de interior suelen estar localiza-
dos sobre todo en municipios con una 
renta por habitante inferior al promedio 
regional, y es conveniente mantener los 
incentivos vigentes para promover en esas 
localidades el crecimiento de la actividad 
económica y su desarrollo.

Valora favorablemente el CESRM la 
exención relativa a las actuaciones ad-
ministrativas de comprobación, registro, 
personalización y entrega de tarjetas de 
tacógrafos digitales referidos a la tarjeta 
del conductor que introduce en la tasa 
“T430 Tasa por ordenación del transporte 
terrestre” el apartado Once. El Consejo 
comparte la argumentación que expone 
la Memoria del Anteproyecto, que la 
fundamenta en la necesidad de favorecer 
un sector importante para la economía 
regional pero afectado por factores como 
el incremento del coste del combustible 
o la futura implantación de la tasa por 
utilización de infraestructuras en algunos 
países europeos.

Al igual que se estima adecuada la 
modifi cación que introduce el apartado 
Doce a la tasa “T470 Tasa por servicios 
portuarios”, reduciendo del 2% al 1% la 
tarifa base aplicable a las operaciones 
realizadas con pesca fresca, con lo que se 
equipara la tarifa a la prevista en la Ley 
48/2003, de 26 de noviembre, de régimen 
económico y de prestación de servicios de 
los puertos de interés general. Benefi cia 
a un sector productivo cuya trayectoria 
no es pujante.

El artículo 7 establece determinadas 
modifi caciones a la Ley 7/2005, de Sub-

venciones de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia. La Memoria del 
Anteproyecto expone ampliamente las 
razones que justifi can las modifi caciones 
propuestas, que clasifi ca en tres tipos: 
para clarifi car dudas de interpretación 
que han surgido desde que entró en vigor, 
para mejorar el texto y para subsanar 
errores detectados. El Consejo considera 
adecuados los cambios que se proponen y 
tan solo discrepa de la propuesta incluida 
en el apartado Dos, que  altera el plazo 
previsto en el artículo 6.2 para la revisión 
del Plan estratégico de subvenciones.

La regulación actual indica que a 
la vista de los resultados alcanzados el 
ejercicio anterior y de las propuestas 
formuladas por las Consejerías deberá 
estar aprobado por el Consejo de Gobier-
no antes del fi n de mes de julio de cada 
ejercicio, de manera que permita incluir 
sus previsiones en los anteproyectos de 
presupuestos de cada Consejería u orga-
nismo del ejercicio siguiente. En opinión 
del Consejo la disposición actual es apro-
piada a los fi nes que se pretende con el 
Plan y su modifi cación puede alterar ese 
objetivo y convertir el documento en un 
trámite rutinario. A criterio del CESRM, 
el análisis de los resultados del ejercicio 
anterior que se exige anualmente al Plan 
es un estudio evaluativo de su efi ciencia 
del que se derivarían propuestas de modi-
fi cación a consignar en los anteproyectos 
de Presupuestos de gastos de las Conse-
jerías. Anteproyectos que según disponen 
las anuales Órdenes de elaboración de los 
Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma han de presentar las Conseje-
rías incluso antes de que acabe el mismo 
mes de julio. Prolongar el plazo hasta el 
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otro documento que se elabora de forma 
simultánea al anteproyecto de Presupues-
tos Generales, y resulte difícil establecer 
si el Plan determina el anteproyecto de 
presupuestos o es a la inversa.

ambiguo con la antelación sufi ciente que 
permita incluir sus previsiones en los 
anteproyectos de presupuestos de cada 
Consejería  puede implicar en la práctica 
un menoscabo de la fase evaluadora de 
la revisión del Plan para convertir éste en 

IV. CONCLUSIONES

y en algunos casos una ayuda de mayor 
intensidad. Especialmente favorable 
considera la propuesta para incentivar la 
instalación de dispositivos de ahorro en el 
consumo doméstico de agua, aunque para 
el éxito de la medida debería implantarse 
un procedimiento muy simple en cuanto 
al reconocimiento previo de la deducción 
por parte de la Administración Regional 
que exige el Anteproyecto.

4.- En relación con las medidas que 
se proponen en el Impuesto de Sucesiones 
y Donaciones, el Consejo valora favora-
blemente las mejoras para favorecer las 
transmisiones “mortis causa” e “intervi-
vos” en el caso de empresas individuales 
y negocios profesionales al considerar 
que facilitan la sucesión generacional de 
la gestión de tales empresas. También se 
comparte la elevación de la deducción de 
la cuota hasta el 99% en las transmisiones 
por herencia a los sujetos pasivos del 
grupo II siempre que la base imponible 
del sujeto pasivo sea inferior o igual a 
600.000 euros en el caso de que sea una 
persona discapacitada con un grado de 
minusvalía igual o superior al 65%, así 
como la fi jada para el resto de sujetos pa-
sivos, 450.000  euros. Teniendo en cuenta 
el extraordinario incremento del precio 

1.- El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia valora positiva-
mente que el Anteproyecto de Ley de 
Medidas Tributarias y Administrativas 
en Materia de Tributos Cedidos, Tributos 
Propios, Subvenciones y Juego para el  
Año 2007, al igual que ha sucedido las úl-
timas anualidades regule exclusivamente 
materias de naturaleza tributaria, conte-
nido al que estrictamente deben limitarse 
estas disposiciones legislativas.

2.- El Consejo considera que el Ante-
proyecto debería incluir una información 
más completa y extensa en relación con el 
alcance e incidencia de las bonifi caciones 
fi scales autonómicas reguladas en años 
anteriores. Esa información permitiría 
una mejor valoración acerca del impacto 
social y económico logrado con ellas y 
de su efi ciencia, factor importante para 
evaluar más convenientemente la oportu-
nidad de su continuidad o modifi cación.

3.- Respecto a las deducciones auto-
nómicas en el impuesto sobre la renta de 
las personas físicas, el CESRM comparte 
las propuestas planteadas, que en algu-
nos casos recogen sugerencias de este 
Órgano, al considerar que permiten una 
ampliación susceptible del número de su-
jetos pasivos potencialmente benefi ciario 
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dictorio que la Administración Regional 
grave el acto de convalidación de unas 
inversiones cuya ejecución se promueve 
por parte de la Administración General 
del Estado cuando ofrece una deducción 
en el impuesto de sociedades. A su vez, 
es una medida opuesta al objetivo que 
persigue la supresión, apoyada por este 
Órgano, de un hecho imponible en la tasa 
“T240 Tasa por actuaciones en materia de 
protección medioambiental y control de 
actividades potencialmente contaminan-
tes” como es la solicitud y tramitación 
de la inscripción en el Registro Europeo 
EMA, justifi cada en que la existencia de 
la tasa desincentiva la implantación por 
parte de las empresas de esos sistemas 
de mejora medioambiental. También se 
discrepa de la oportunidad de eliminar 
la reducción del 50% en las cuotas de 
la tasa “T330 Tasa por ordenación de 
actividades turísticas” para los titulares 
de apartamentos y alojamientos turísticos 
especiales en zonas de interior. El Conse-
jo considera que se debe incentivar este 
tipo de establecimientos porque, por un 
lado, contribuyen a la diversifi cación de 
la oferta turística regional y, por otro, sue-
len estar localizados en municipios con 
menor nivel de renta, cuyo crecimiento 
económico y desarrollo se ha de seguir 
impulsando.

de la vivienda durante los últimos años, 
el bien que suele condicionar el importe 
del patrimonio transmitido en la mayor 
parte de las operaciones, esa cuantía no 
erosiona actualmente la progresividad 
del impuesto. 

5.- El Consejo valora positivamente 
las propuestas de mejora de la gestión 
tributaria que establece el artículo 4. Por 
un lado, posibilita intensifi car el uso y 
aplicación de las nuevas tecnologías de 
la información y las comunicaciones, así 
como avanzar en el objetivo de promover 
la Administración Electrónica y hacer 
más fl uidas y efi cientes las relaciones 
del ciudadano con la Administración. Y 
por otro, permitirá que el contribuyente 
conozca anticipadamente el coste en el 
que incurriría al ejercer un procedimien-
to contradictorio con la Administración 
Tributaria Regional, lo que le otorgará 
mayor garantía en cuanto al coste del 
proceso.

6.- En lo que concierne a las mo-
dificaciones a las tasas, el CESRM 
comparte en general las propuestas 
del Anteproyecto. Pero discrepa de la 
oportunidad de crear la tasa “T250 Ta-
sas por actuaciones administrativas en 
materia de convalidación de inversiones 
medioambientales”, al considerar contra-

Murcia, a 21 de septiembre de 2006

Vº Bº
El Presidente del Consejo
Económico y Social
Antonio Reverte Navarro

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social
Isidro Ródenas Ruiz
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El grupo primero del Pleno mani-
fi esta mediante este voto particular su 
discrepancia del Dictamen aprobado en 
lo que concierne a una de las modifi -
caciones que propone el Anteproyecto 
en su artículo segundo, apartado Dos, 
referida al impuesto de sucesiones y 
donaciones. En las adquisiciones “mor-
tis causa” de sujetos pasivos incluidos 
en epígrafe II del artículo 20.2.a), de 
la Ley 29/1987, reguladora de dicho 
Impuesto (se trata de los descendientes 
y adoptados de veintiuno o más años, 
cónyuges, ascendientes y adoptantes), 
eleva la deducción autonómica del 50% 
de la cuota que resulte después de aplicar 
las deducciones estatales y autonómicas 
hasta el 99%, y también el importe máxi-
mo de la base imponible que permite 
aplicar tal deducción desde los 300.000 
euros ahora vigentes hasta 450.000 euros 
o 600.000 euros si el sujeto pasivo fuese 
discapacitado con un grado de minusva-
lía igual o superior al 65%.  

El grupo primero comparte la eleva-
ción de la cuota y la del máximo exigido 
de base imponible en el caso de sujetos 
pasivos discapacitados con tal grado de 
minusvalía pero discrepa de la subida de 
dicha base que se propone con carácter 
general. Por un lado, se considera que 
ese nuevo máximo alcanza una cuantía 

que va en detrimento de la progresividad 
pretendida con el impuesto al benefi -
ciar las transmisiones de patrimonios 
ya importantes. Y por otro, y sobre 
todo, se considera que la elevación del 
máximo referido en el 50% que supone 
la propuesta del Anteproyecto es con-
tradictoria y discriminatoria con otras 
elevaciones similares recogidas en el 
artículo primero, que afectan al I.R.P.F. 
y tienen un mayor contenido social. En 
efecto, los incrementos de los límites 
fi jados para que el sujeto pasivo pueda 
acogerse a las deducciones autonómicas 
en concepto de inversión en vivienda 
habitual de los jóvenes y para atender 
los gastos de guardería de los hijos 
menores de tres años han sido del 10% 
aproximadamente. Teniendo en cuenta 
la importancia social de estas medidas 
supone una desigualdad muy importante 
e injustifi cada en relación con el 50% en 
que se acrecienta el máximo fi jado en el 
impuesto de sucesiones. La propuesta 
que el grupo primero considera que se-
ría más apropiada consiste en equiparar 
dichos porcentajes de subida, de tal 
forma que el límite de 450.000 euros 
establecido en el Anteproyecto para las 
transmisiones “mortis causa” en sujetos 
pasivos del grupo II se reduzca hasta 
330.000 euros.

VOTO PARTICULAR

QUE FORMULA EL GRUPO PRIMERO DEL PLENO DEL CONSEJO ECONÓ-
MICO Y SOCIAL DE LA REGIÓN DE MURCIA AL DICTAMEN SOBRE EL 
ANTEPROYECTO DE LEY DE MEDIDAS TRIBUTARIAS EN MATERIA DE 
TRIBUTOS CEDIDOS, TRIBUTOS PROPIOS, SUBVENCIONES Y JUEGO PARA 
EL AÑO 2007
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Por otra parte, sugiere el grupo 
primero que se estudie la posible im-
plantación de una deducción de la base 
imponible en el impuesto de donaciones 
para favorecer el acceso a la vivienda 
habitual de los jóvenes o su participación 
en una empresa o negocio profesional. Es 
muy frecuente que los padres concedan 
en estos casos una ayuda económica que 
les permita el primer pago de la vivien-
da o los recursos necesarios para que 
emprendan una actividad empresarial o 
profesional, a veces incluso fi nanciando 
ese importe acudiendo al endeudamiento. 
Parece razonable que esa donación, que 
de nuevo en aras a la progresividad del 
impuesto debería estar limitada en su 
importe a una cuantía aproximada de 
30.000 euros, esté exenta o casi exenta 
de tributación por tal concepto.

Ahora bien, teniendo en cuenta que 
la vivienda habitual es el principal bien 
que suele ser transmitido mediante heren-
cia en la mayor parte de las ocasiones y el 
extraordinario crecimiento que su precio 
ha experimentado durante los últimos 
años, lo que podría dejar fuera de la 
deducción a un número considerable de 
operaciones por este motivo, sería acepta-
ble la paulatina elevación de ese máximo 
en los próximos ejercicios hasta llegar a 
los 450.000 euros propuestos ahora en 
el Anteproyecto siempre que los creci-
mientos futuros se hagan en porcentajes 
de la misma cuantía que los aumentos 
de los límites que se establezcan a las 
deducciones en el I.R.P.F. en concepto 
de inversiones para la vivienda habitual 
de los jóvenes y de gastos de guardería 
para hijos menores de tres años.   

Murcia, a 21 de septiembre de 2006
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